Ingresos brutos. Actividad: fabricación de sustancias químicas n.c.p., vta. al por mayor de sustancias químicas industriales. Determinación de obligaciones fiscales. Multa por omisión. Responsabilidad solidaria. Opera prescripción. Basf Argentina S.A., T.F.A. P.B.A., Sala II, 4/8/09.

AUTOS Y VISTOS: el Expte. 2306-17.337, año 1996, caratulado “Basf Argentina S.A.”; y

RESULTANDO:

Mediante Res. determinativa 301/06 obrante a fs. 1151/1154, dictada en virtud de la sentencia de este Tribunal del 13 de mayo de 2004, que dispuso dejar si efecto la Res. 184/99 y en consecuencia dictar nueva resolución ajustándose a lo resuelto por la Comisión Arbitral en la Res. 3/00, acto que luce a fs. 1054/1057, la autoridad de aplicación procede a determinar las obligaciones fiscales del contribuyente de marras, respecto del impuesto sobre los ingresos brutos correspondiente al ejercicio de las actividades de “Fabricación de sustancias químicas n.c.p.”, “Venta al por mayor de sustancias químicas industriales” y “Servicios inmobiliarios realizados por cuenta propia con bienes propios o arrendados n.c.p”, códigos de actividad NAIIB-242900, 514931 y 701090 respectivamente, por el período fiscal 1996 (enero y febrero), totalizando las diferencias detectadas la suma de pesos veintiséis mil cuatrocientos nueve con noventa y un centavos ($ 26.409,91) –arts. 1 y 2–. Asimismo, aplica una multa equivalente al diez por ciento (10%) del impuesto omitido, por haberse constatado en el período involucrado, la comisión de la infracción prevista y penada por el art. 53 del Código Fiscal, t.o. en 2004 –art. 3. Por último el art. 4, estableció que de acuerdo con lo normado por los arts. 18, 21 y 55 del Código Fiscal, Ley 10397, t.o. en 2004 y cs. de años anteriores, responden en forma solidaria e ilimitada con el contribuyente de autos, por el pago del gravamen emergente del art. 1, los Sres. Dieter Klaus Wagner, D.N.I. 93.258.565, Cano Jorge Antonio, con D.N.I. 4.600.896, y el Sr. Dienemann Ernest, D.N.I. 7.426.021.

Contra dicho acto administrativo, se presenta la Dra. María Gabriela Alvarez de la Fuente, con el patrocinio letrado del Dr. Martín Portella, en su carácter de apoderada de la firma de marras, e interpone recurso de apelación con fecha 6/7/06, obrante a fs. 1184 a 1212.

Elevadas las actuaciones a este Tribunal Fiscal de Apelación la causa continuó bajo la instrucción de la Vocalía de la 1ª Nominación, a cargo de la Dra. María Cristina Quiroga, de la Sala I.

A f. 1263 se intima al apelante para que de cumplimiento al pago de la contribución y del anticipo previsional establecidos en los arts. 12, inc. g) “in fine”, 13 y 15 de la Ley 6.716 (t.o. por Dto. 4.771/95), providencia que se notifica con las cédulas de fs. 1264/1265.

Con el comprobante de pago agregado a f. 1267 tiénese por cumplimentado el pago de la contribución y aporte previsional establecidos en el art. 12, inc. g) “in fine” y 13 de la Ley 6.716 (t.o. por Dto. 4.771/95).

A f. 1269, se da el traslado de ley a la representación fiscal (art. 111 del Código Fiscal, t.o. en 2004), luciendo a fs. 1272/1274 el escrito de responde correspondiente.

A f. 1277, con fecha 13 de agosto de 2007, por Acuerdo extraordinario 41/07, se readjudica la causa a la Vocalía de la 4ª Nominación, a cargo de la Dra. Laura Cristina Ceniceros, quedando integrada la Sala II de éste Tribunal juntamente con el vocal de 5ª Nominación, Dr. Carlos Ariel Lapine, y la vocal de 6ª Nominación, Dra. Silvia Inés Wolcan.

A f. 1281 se efectúa el llamamiento de autos para sentencia. La providencia dictada al efecto, es notificada a las partes mediante cédulas que se agregan a fs. 1282/1283, habiendo quedado consentida.

Y CONSIDERANDO:

I. El apelante opone la excepción de prescripción de los poderes y facultades del Fisco de efectuar ajuste alguno por el período 1996 (enero y febrero), con fundamento en el art. 131 del Código Fiscal. Señala a tal fin que “han transcurrido 10 años y 4/5 meses desde que supuestamente se devengaron las obligaciones ahora reclamadas”.

Asimismo manifiesta que no se ha producido ninguna causal de suspensión ni interrupción de la prescripción.

En otro orden, plantea la nulidad de la Res. 301/06, en razón que “se ha dictado violando abiertamente el procedimiento establecido en el Código Fiscal de la provincia, y viola el principio de congruencia, que integra el derecho constitucional a la defensa (art. 18, C.N.), en tanto se introduce una nueva causal de ajuste no prevista ni en las resoluciones administrativas anteriores, ni en las resoluciones de la Comisión Arbitral ni en la sentencia de V.E.”.

En tercer lugar, entrando a la cuestión de fondo, manifiesta que “la inspección determinó el ajuste de enero y febrero de 1996 haciendo el cálculo con el coeficiente de 1996, sin advertir que durante los primeros tres meses del año, por aplicación de la Res. Gral. C.A. 42/92, correspondió la utilización del coeficiente de 1995, y omitió igualmente computar el ajuste practicado por Basf en abril de 1996, consecuencia de del cual, en definitiva, la firma abonó por impuesto durante 1996 exactamente lo que correspondía”.

Sostiene la improcedencia de la multa y los intereses; y destaca que “el hecho de que se avance en esta instancia con el reclamo de la D.P.R., no debe traer aparejado por sí solo la aplicación de intereses, sino que debe tenerse especialmente en cuenta que la aplicación de accesorios requiere del elemento subjetivo en el accionar del sujeto, esto es, imputabilidad en el retardo del pago del tributo, cosa que según se ha fundado en este escrito no puede achacársele jamás a Basf”. Alega error excusable.

Por último, respecto de la responsabilidad solidaria atribuida a los Sres. Dieter Klaus Wagner y Ernest Dienemann, destaca que no cumplen más funciones en Basf Argentina S.A., y se encuentran radicados en el exterior. Asimismo manifiesta que el señor Jorge Antonio Cano ha fallecido. Efectúa algunas consideraciones sobre el tema, e intenta demostrar la imposibilidad de extender la responsabilidad imputada a los sujetos mencionados. Por último plantea la inconstitucionalidad de las normas del Código Fiscal en que se pretende asentar tal responsabilidad objetiva (art. 18, 21, 55 y ccs.).

Adjunta prueba documental y ofrece prueba pericial contable y documental el poder de terceros. Hace expresa reserva del Caso Federal.

II. A su turno, la representación fiscal, con relación a la prescripción planteada, destaca que su cómputo resultó suspendido con la notificación del acto determinativo originario (26/5/99), suspensión que se prolongó hasta noventa días posteriores a la notificación (16/8/04) del pronunciamiento de ese Cuerpo y, por último, vuelto a suspender con el nuevo acto determinativo dictado por orden del Tribunal Fiscal (13/6/06).

Respecto de la nulidad impetrada, señala la palmaria improcedencia del planteo, ante la evidencia de haberse respetado pormenorizadamente el debido proceso, llegándose al dictado de un acto formalmente perfecto.

Continúa diciendo que la determinación impositiva llevada a cabo por la Dirección se ha ceñido en todas sus etapas a la normativa fiscal aplicable, se ha desarrollado enmarcada en la legalidad y respetándose en todas y cada una de sus instancias el debido proceso, manteniéndose inalterablemente resguardado el derecho de defensa del contribuyente. El agravio tiende, en definitiva, a la disconformidad con los fundamentos del acto y no se relaciona con supuestos vicios, lo que hace inatendible la pretensión.

En cuanto al agravio relativo a la cuestión de fondo señala que los coeficientes aplicados fueron los determinados por el perito propuesto por la agraviada, por lo que mal puede ahora desconocerlos. Con relación a la Res. Gral. C.A. 42/92 destaca que los funcionarios fiscales, conforme surge de f. 1095 (F. R-113) y de f. 844 (cálculo del coeficiente por el perito de parte) aplicaron para los períodos de enero y febrero de 1996 el coeficiente que el perito determinó para el año 1995 (coef. 0,2303), por lo cual dicho agravio no puede prosperar.

Respecto al agravio sobre la aplicación de intereses, manifiesta que la provincia de Buenos Aires está ampliamente facultada para dictar sus propias normas tributarias, materia que no ha sido delegada a la Nación. Cita jurisprudencia.

En respuesta al agravio referido a la multa impuesta, afirma que “... habiéndose arribado a la conclusión que devienen procedentes las diferencias determinadas en la resolución apelada, es dable puntualizar que la actuación de la apelante luce ajustada al tipo infraccional atribuido, en tanto el mismo consiste en no pagar o pagar en menos un tributo. Esta omisión debe originarse en una conducta culposa, esto es que no debe tratarse de una desfiguración deliberada de la verdad, Que el art. 52 del Código Fiscal exige un mínimo de subjetividad, o sea la culpa en el sentido estricto ... (T.F.A. P.B.A., en autos ‘Gastronómica Calpe S.A.’, de fecha 18/3/04, Sala III)”.

En cuanto al error excusable invocado, no habiendo la firma probado imposibilidad para el cumplimiento de su obligación, ni error alguno, concluye que corresponde desestimar la causal exculpatoria alegada.

En relación a la responsabilidad solidaria, el representante manifiesta que los agravios invocados devienen inaudibles a partir de la no presentación de los sujetos involucrados impugnando la calidad endiligada, por otra parte toma conocimiento del fallecimiento denunciado.

Por último, respecto a la reserva del caso federal, destaca que el contribuyente podrá, en el momento procesal oportuno, ejercer el derecho que le asiste y recurrir ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación.

III. Voto de la Dra. Laura Cristina Ceniceros:

Conforme ha quedado planteada la controversia, corresponde resolver si la Res. determinativa 301/06 del 13/6/06, dictada por el subdirector de Coordinación Operativa Metropolitana, dependiente de la Dirección Provincial de Rentas, resulta ajustada a derecho.

Por un orden lógico, en primer lugar, corresponde dilucidar el planteo prescriptivo articulado. Sobre el punto el apelante sostiene que el período reclamado en el presente acto se encuentra prescripto, mientras que la representación fiscal destaca que su cómputo quedó suspendido con la notificación del acto determinativo originario (26/5/99), suspensión que se prolongó hasta noventa días posteriores a la notificación del pronunciamiento de ese Cuerpo y, por último, vuelto a suspender con el nuevo acto determinativo dictado por orden del Tribunal Fiscal.

Al respecto de conformidad a los arts. 131 y 133 del Código Fiscal (t.o. en 2004), las facultades y poderes del organismo fiscal para reclamar las obligaciones fiscales correspondientes al período 1996, prescribían el día 1 de enero del año 2003, es decir con posterioridad al dictado del acto originario (Res. 184/99 de fecha 17/5/99).

Ahora bien, considerando que por sentencia de Sala I de fecha 13/5/04, se revocó la Res. determinativa 184/99, ello implicó dejar sin efecto dicho acto (art. 1), por lo que debe tenerse por no acontecida la causal de suspensión de la prescripción prevista en el art. 135, inc. a) del Código Fiscal.

Como ha sostenido esta Sala, en un caso de similares características, “la revocación dispuesta por este Tribunal produjo efectos retroactivos –”ex tunc”– y, al dejar sin efecto el acto fulminó, en consecuencia, toda actuación ulterior ligada al mismo. En virtud de ello, mal puede la representación fiscal invocar, como causal de suspensión de la prescripción en curso, la notificación e intimación de pago de una deuda fiscal contenida en una resolución revocada” (autos “Ricciard Libertador S.A.” de fecha 1/7/06).

De lo expuesto precedentemente, se desprende que todo análisis del cómputo de la prescripción –en el presente caso– debe considerar el período transcurrido desde el nacimiento de la acción hasta la fecha de notificación de la Res. 301/06, aquí cuestionada.

En ese orden, constato que el citado acto fue emitido el 13/6/06 y notificado el 15/6/06, esto es, una vez vencido el plazo señalado en párrafos precedentes, motivo por el cual resulta procedente hacer lugar a la prescripción opuesta por el recurrente por el período fiscal 1996 (enero y febrero), lo que así declaro.

Sentado cuanto antecede, carece de sentido pronunciarse respecto de las restantes cuestiones planteadas por el accionante, ya que, en mérito al modo en que se resuelve, el planteo devino abstracto, lo que así también declaro.

Por ello,

VOTO:

Hacer lugar al recurso de apelación interpuesto por la Dra. María Gabriela Alvarez de la Fuente en representación de la firma Basf S.A., contra la Res. determinativa 301/06 emanada de la Subdirección de Coordinación Operativa Metropolitana, por cuanto las acciones fiscales para exigir los tributos y aplicar las multas que pudieren corresponder con relación al período fiscal 1996 (enero y febrero), se encuentra prescripto de conformidad a lo expresado en el Considerando III de la presente. Regístrese, notifíquese y devuélvase.

Voto del Dr. Carlos Ariel Lapine:

Adhiero al voto de la Dra. Laura Cristina Ceniceros.

Voto de la Dra. Silvia Inés Wolcan:

Que adhiero al criterio resolutivo vertido por los vocales preopinantes, sin perjuicio de las consideraciones que estimo necesario formular a continuación.

Que, en este orden, debo dejar a salvo mi opinión en relación al cómputo de la prescripción de las acciones y poderes del Fisco para determinar y exigir las obligaciones correspondientes al período fiscal 1996 en el impuesto sobre los ingresos brutos.

Que, entrando a considerar el caso de autos, encuentro que el período fiscal 1996 prescribía el 1 de enero de 2002. Ello por cuanto, en la correcta interpretación que corresponde asignar al art. 120 del Código Fiscal, t.o. en 1999 (actual art. 133 del Código Fiscal, t.o. en 2004) y en atención a que el impuesto sobre los ingresos brutos es de período fiscal anual –no obstante existir el deber de realizar pagos periódicos durante el transcurso del mismo– el plazo para computar la prescripción comienza a correr desde el 1 de enero siguiente al año calendario al cual se refiere la obligación fiscal (conf. voto en minoría de la suscripta en la causa “Compañía de Seguros Colón”, Sala II, sent. 30/10/07, argumentos a los cuales, en aras de la brevedad, doy por aquí reproducidos). Criterio que, a mi entender, es ratificado por la modificación introducida por la Ley 13.850 (arts. 30 y 31) a los arts. 182 y 183 del Código Fiscal t.o. en 2004.

Que, ahora bien, sin perjuicio de la salvedad formulada, no escapa a mi criterio que, aún haciendo aplicación de la misma, el resultado al que arribo, en el caso, resulta coincidente con aquel que se propugna en el Voto de mis distinguidos colegas, esto es declarando prescriptas las acciones fiscales para exigir los tributos y aplicar las multas que pudieren corresponder con relación al período fiscal 1996. En función de ello, adhiero al criterio resolutivo vertido en el voto de los vocales preopinantes; lo que así declaro.

Por ello,

SE RESUELVE:

Hacer lugar al recurso de apelación interpuesto por la Dra. María Gabriela Alvarez de la Fuente en representación de la firma Basf S.A., contra la Res. determinativa 301/06 emanada de la Subdirección de Coordinación Operativa Metropolitana, por cuanto las acciones fiscales para exigir los tributos y aplicar las multas que pudieren corresponder con relación al período fiscal 1996 (enero y febrero), se encuentra prescripto de conformidad a lo expresado en el Considerando III de la presente. Regístrese, notifíquese y devuélvase.

Fdo.: Dra. Laura Cristina Ceniceros, vocal, 4ª Nominación, Sala II; Cra. Silvia Inés Wolcan, vocal, 6ª Nominación, Sala II; Dr. Carlos Ariel Lapine, vocal 5ª Nominación, Sala II; Dra. Rosa Elena Carbonell, secretaria, Sala II.

